Carátula 
COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y SEGURIDAD SOCIAL DE LAASAMBLEA GENERAL 
(Sesión del día 5 de junio de 2003) 
SEÑOR PRESIDENTE (Cid).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 11) 


He estado leyendo las versiones taguigráficas de las cuales surge que las dificultades para lograr un acuerdo radican 
básicamente en dos puntos. El señor Diputado Gallo Imperiale ha focalizado el tema en dos aspectos: por un lado, en la muerte 
encefálica y, por otro, en la muerte violenta y la donación de órganos en los casos en que se pase a pericia forense. Creo que lo 
mejor sería repasar los artículos 1”? y 4”. 


SEÑOR AMEN VAGHETTI.- Creo que lo mejor sería seguir la mecánica propuesta por el señor Presidente puesto que en los 
demás puntos ya hubo acuerdo. Entonces, deberíamos focalizar en los dos artículos que tuvieron discrepancias en la votación; de 
esa manera, avanzaríamos más rápido. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Estoy de acuerdo en la forma de encarar este tema. Podríamos empezar a analizar los dos artículos 
sobre los cuales tenemos visiones diferentes desde la Cámara de Senadores y la Cámara de Diputados. También queremos decir, 
para que quede establecido y conste en la versión taquigráfica, que estamos de acuerdo con una serie de modificaciones que 
introdujo el Senado. En toda la serie de modificaciones hay un núcleo de disposiciones que la Comisión de Salud Pública y 
Asistencia Social de la Cámara de Representantes consideró necesario mantener y defender en esta instancia. Me refiero a dos 
artículos. 


En primer lugar, voy a referirme al artículo 1”, cuya redacción pretendemos mantener. Dice: "Toda persona mayor de edad fallecida 
sin haber expresado su voluntad en contrario, cuya causa de muerte amerite pericia forense, será considerada donante. La 
extracción deberá ser realizada con la autorización del Juez Penal competente y el Médico Forense de turno, la cual será 
inapelable y debidamente fundamentada, sin violentar el área de prueba y se labrará un protocolo que se adjuntará a las pericias". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber qué propone su fuerza política con respecto a la última parte del inciso, cuando se habla de 
los menores de edad o incapaces. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Nosotros proponemos mantener la redacción de la última parte del artículo. 


Con respecto al tema de la muerte violenta y de la pericia forense, voy a señalar los criterios manejados por la Comisión. En 
principio se tuvo en cuenta los criterios originales que manejó el primer proyecto presentado en 1989 por el hoy señor Senador 
Couriel. Era un proyecto de ley cuya iniciativa partía del Banco de Órganos y Tejidos que, en aquel momento, estaba dirigido por la 
doctora Betty Bono. Esta iniciativa, reitero, partió del propio Banco Nacional de Órganos y Tejidos y fue tomada en ese proyecto 
original, en el año 1989, que no fue tratado en Cámara. En la Legislatura anterior el proyecto sí fue tratado en Cámara y se votó 
una Comisión Especial que lo incorporó; en la actual Legislatura, cuando fue analizado por la Comisión de Salud Pública, se 
resolvió mantenerlo. Esa iniciativa del Banco Nacional de Órganos y Tejidos, entonces, fue ratificada por su actual Directora, 
doctora Álvarez; consta en versiones taquigráficas del Senado que ella era partidaria de incorporar ese criterio, que la Comisión de 
la Cámara de Diputados tomó. 


¿Cuáles son los argumentos por los cuales nosotros consideramos necesario mantener ese criterio en este artículo? Nosotros 
estamos apuntando con este proyecto a una cosa en la que todos coincidimos: que haya más donantes en un país como el nuestro 
en el que la demanda particularmente de órganos es muy importante. Habría que buscar, entonces, que la oferta aumentara. Ese 
es el sentido general de esta propuesta. Dado que, en materia de donación de órganos -no de tejidos-, lo fundamental al momento 
de realizarse la donación está centrado en aquellos pacientes internados en un centro de tratamiento intensivo y que, en situación 
de muerte encefálica se dan las condiciones adecuadas para que, en función de ese diagnóstico, se mantengan los apoyos 
hemodinámicos y ventilatorios adecuados para que ese órgano pueda estar en condiciones de ser extraído y trasplantado -esa es 
la única circunstancia-, nosotros tendríamos que apuntar a que esa posibilidad fuera cada vez mayor. 


¿Cuáles son los pacientes en centros de tratamiento intensivo que se encuentran en esta circunstancia? Aquellos que se 
encuentran en situación de muerte encefálica. Y hay un grupo de pacientes con muerte encefálica que llegan a los CTI en función 
de tener una injuria encefálica cuya etiología es la muerte violenta. Llegan porque tuvieron un accidente o porque hubo un 
homicidio o un suicidio. Ese es un grupo de pacientes importante dentro de la totalidad de pacientes internados en el CTI. Como en 
definitiva tenemos que apuntar a que la oferta salga de ese grupo de pacientes, creímos necesario mantener un término medio 
entre el criterio general de que para ser donante hay que serlo en forma expresa -que seguimos manteniendo- y el criterio de la 
donación tácita, esto es, que todo paciente que llega sin haber expresado su voluntad es donante tácitamente. 


Creemos que en el caso que estamos definiendo hay una situación intermedia en la que sí podemos avanzar. Me refiero a que toda 
ley defiende bienes jurídicos y en esta circunstancia se da la situación de que debemos definirnos por el bien jurídico que queremos 
defender. Desde nuestra óptica, en esta redacción hay dos bienes jurídicos a defender y tenemos que definirnos por uno de ellos. 
Un bien jurídico a defender es la voluntad de un familiar a negar que un paciente fallecido sea donante; esto estaría en la línea del 
concepto que manejamos de la necesidad de que haya una expresión de voluntad positiva. Otro bien jurídico a defender es la vida 
de un paciente que está necesitando un órgano para vivir. Si tenemos que defender uno de esos dos bienes jurídicos, es decir, que 
el familiar de un paciente fallecido se niegue a que sea donante, por un lado, y un paciente con vida que está necesitando un 
órgano, por otro, creemos que esta última situación es la que debemos tener en cuenta. 


En esta sociedad cientos de personas necesitan desesperadamente órganos. Frente a esa situación sería demasiado egoísta que 
quien tiene que decidir sobre un fallecido prime sobre la necesidad de alguien con vida. Ese es el concepto que nosotros 
manejamos. 


Además, en nuestra experiencia conocemos más de un caso y nos hemos enterado de otros por referencias -algunas de las cuales 
figuran en las versiones taquigráficas de las Comisiones-, en los que un familiar muy cercano, por ejemplo, un padre, ante la 
circunstancia trágica de la muerte de su hijo, se negó a autorizar el trasplante; esta es una situación dramática y es muy entendible. 
Sin embargo, meses después, ese mismo padre, en una situación de calma se arrepintió de no haberlo autorizado. Y conocemos 
muchos casos similares. Hemos visto que en ese momento de dramatismo es muy difícil autorizar una extracción a una persona 
realmente querida; ni siquiera es fácil para la gente especializada del Banco Nacional de Órganos y Tejidos, que inmediatamente 
toma contacto con los familiares. 


Entonces, entre la decisión de un familiar sobre alguien ya fallecido, que debe ser tomada en momentos dramáticos, y solucionar la 
vida de alguien a través de una autorización, vamos a defender esta última posibilidad. Por eso sostenemos, tal como lo establece 
el proyecto, que quien decida en esa circunstancia no sea el familiar sino el Juez competente a la luz de todo el entorno y 
conociendo la opinión de los familiares, ya que siempre habrá un contacto a través del grupo especializado del Banco Nacional de 
Órganos y Tejidos. El Juez, manteniendo el equilibrio en su decisión, evaluará qué es lo que puede solucionar. Nosotros damos 
responsabilidad al Juez para que determine si ese paciente es donante o no. 


Nos parece que de esta forma gana la sociedad. Además, en este grupo de pacientes es donde vamos a encontrar la mayor oferta 
de donaciones. Entonces, demos sentido a este proyecto que, en definitiva, apunta a conseguir más donantes. Este es uno de los 
mecanismos más importantes para hacerlo directamente. 


Esto es cuanto quería decir con respecto a este artículo y al tema sobre el que teníamos diferencias de conceptos entre ambas 
Comisiones. 


SEÑOR LEGNAN!.- La impresión que tenemos es que colocando algo más este tema en la conciencia y en la consideración 
pública, seguramente todo este mecanismo funcionaría mucho más rápido. 


La respuesta lógica ante la muerte inesperada de un ser querido es tratar de preservar el objeto alrededor del cual elaboramos el 
duelo. De manera que en esa primera etapa es muy difícil admitir que sea tocada esa imagen, ese ícono. Sin embargo, si existiera 
una etapa previa de publicidad y este tema se pusiera en la discusión pública, ese momento se viviría en la imaginación y esta 
decisión sería tomada con mayor facilidad. Por eso creemos que debe existir un mecanismo que facilite la forma de efectuar la 
donación, ya que es habitual que transcurrida una etapa los familiares revivan la situación con gratificación al pensar que han 
contribuido a salvar otra vida. Este es un tema muy íntimo y muy sentido y creemos que si se discutiera más, la opinión pública 
estaría accesible en un mayor porcentaje de lo que ya lo está; la percepción que tenemos es que están de acuerdo con toda esta 
temática y entonces, esta etapa sería más fácil de dilucidar. 


SEÑORA XAVIER.- Como decíamos en la reunión anterior, tenemos la mayor disposición para alcanzar los acuerdos que no 
hemos logrado, lo que, lamentablemente, ha hecho que durante todo este tiempo no pudiéramos dilucidar este tema, y la gente 
depende de ello para mejorar su calidad de vida. Por lo tanto, nuestra disposición es la más amplia. 


Voy a hacer algunas consideraciones previas. En primer lugar, como fuerza política tenemos libertad de acción en un tema tan 
polémico como este, que cruza elementos tan diversos. En segundo término, íntimamente tengo la convicción de que lo mejor sería 
la donación tácita, pero reconozco que uno no puede legislar de acuerdo con sus convicciones sino que debe hacerlo en el 
adecuado equilibrio con la realidad de nuestra sociedad, que no tiene un grado de preparación suficiente en este sentido, tal vez 
por responsabilidad de quienes estamos vinculados, de alguna manera, a ejercer educación sobre este tipo de temas. 


En esta instancia sí podemos lograr un buen debate que ayude a lo que enorgullece a nuestro país dentro de América Latina que 
es su alta disposición a donar órganos y tejidos, pero en un grado aún insuficiente para lo que son las necesidades. 


De alguna manera estoy tratando de adecuarme a un debate que en la Comisión del Senado tuvo posiciones muy diferentes, muy 
antagónicas y nuestra intención es que la discusión que demos en la Asamblea General y el acuerdo al que lleguemos sean los 
más positivos para que la gente no se plantee algunas dudas que en lugar de favorecerla y predisponerla favorablemente, la 
retraigan. 


En ese sentido, partiendo de la base de que yo hago un ejercicio para adaptarme a esas condicionantes que son contrarias a mi 
íntima convicción, uno de los puntos que resultaba muy difícil de explicar a la gente era el relativo a conciliar la necesidad de las 
mínimas horas -en este caso las tres horas- que determinan la viabilidad de los órganos y la posibilidad de que esas sean las horas 
máximas para emplear el mecanismo del consentimiento. Aquí estamos ante una contradicción o un nudo y es que si dejamos más 
tiempo para que, eventualmente, pueda aparecer un familiar y dar una opinión favorable, estamos perdiendo la chance de que el 
órgano sea viable y, por tanto, inviabilizando el procedimiento. Pero eso no es fácil de explicar a la gente cuando muchas veces 
vemos que esas realidades se dan y las tres horas transcurren casi inadvertidamente en episodios de muertes violentas. 


El otro nudo está en que la sentencia del Juez -sabemos que muchas veces judicializamos los procedimientos porque es la 
alternativa que encontramos a problemas que no podemos dilucidar de otra manera- adquiere un valor inapelable y eso puede 
entrar en contradicción con los íntimos deseos y posiciones del núcleo familiar una vez que se entere de que la situación se produjo 
y se ha considerado a su familiar como un donante. 


Sabemos que estas situaciones se tratan de evitar, que numéricamente no son las que más se producen y que siempre se busca 
hasta el cansancio la posibilidad de que un familiar se exprese, pero esos eran los dos puntos que nos parecían conflictivos. No sé 
si en el proyecto se recogen las alternativas que se estuvieron planteando pero nosotros tratábamos de eliminar este punto porque 
considerábamos que, si bien entendíamos que era algo intermedio -como lo acaba de expresar el señor Diputado Gallo Imperiale- y 
que tiene ventajas en el sentido de favorecer la donación y la utilización del órgano, la atención en la norma no guardaba la debida 
relación, porque cuando uno parte de la base de que existe un consentimiento tácito, la consulta o no, se adecua de la mejor 
manera; nadie puede reclamar ni sentirse vulnerado porque ya existe un piso que implica un consentimiento tácito. Nuestra norma 


no es de consentimiento tácito; es de consentimiento expreso. Por lo tanto, cuando buscamos una alternativa que constituya un 
paso intermedio entendemos que se generan los riesgos en los cuales no se guarda la debida relación con los diferentes elementos 
contenidos en la norma. 


Eso era cuanto quería decir pero seguramente durante el debate podremos seguir afinando criterios. 


SEÑOR ORRICO.- Agradezco al señor Senador Correa Freitas que esté aquí presente, porque somos pocos abogados entre 
muchos médicos y odontólogos. 


Quiero decir a ustedes que yo para donar mis órganos -como tengo la suerte de no haber sido nunca sometido a cirugías ni nada 
por el estilo- tuve que hacer un engorroso trámite en el Hospital de Clínicas -dado que durante muchos años fui visitador médico lo 
conocía bastante- y, sin embargo, me llevó mucho tiempo llegar a la oficina en la que se podía expresar el deseo de donar. De 
manera que la necesidad de esta ley me parece clara; no hay que abonar mucho en ese sentido, porque aun los que queremos 
donar nos encontrábamos con que había dificultades para hacerlo. 


Me voy a referir al consentimiento, que es sobre lo que los abogados podemos hablar. En primer lugar, advierto -lo advertí en su 
momento y lo vuelvo a hacer ahora pues me parece que debemos tenerlo claro- que aquí no está bien resuelto el consentimiento 
de las personas menores de 18 años; lo digo con mucho respeto. Las personas menores de 18 años tienen derechos sobre sí 
mismos y a disponer de su cuerpo como ellos quieran. Entonces creo que habría que incluir alguna frase que dijera algo así como 
"Siempre que sea posible y atendiendo a las circunstancias del caso, se recabará el consentimiento de los menores de 18 años 
para la extracción de órganos y tejidos". Es muy fácil decir que un individuo de 17 años tiene plena facultad para disponer de su 
cuerpo y, naturalmente, estaremos ante una etapa difusa, cuando se trate de alguien que tenga 8, 9 o 10 años, pero lo que puede 
pasar es que los familiares se conviertan en una especie de "pater familia" del derecho romano que sean los que decidan; eso no 
puede pasar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso está incluido en el artículo 13. 
SEÑOR ORRICO.- Si lo está, perfecto. 


Quiero aclarar que me informaron que analizaríamos los artículos 1” y 4” y a esos me estaba refiriendo, pero si está agregado 
hablé de más y pido disculpas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente está incluido -figura en la página 9- y el artículo expresa: "Los menores podrán ser 
donantes en vida en vida de progenitores hematopoyéticos y médula ósea a favor de sus parientes consanguíneos en línea 
colateral de segundo grado cuando los otros recursos terapéuticos disponibles se hayan agotado. En este caso, se deberá contar 
con la autorización del Juez Letrado competente, previa vista fiscal, debiéndose cuando sea posible recabar la opinión del menor y 
de sus representantes legales". 


SEÑOR ORRICO.- Yo estoy diciendo otra cosa. En realidad estoy sosteniendo que no hay que consultar a nadie. Cuando yo tenía 
17 años ningún Juez me tenía que decir lo que iba a hacer con mi cuerpo y eso es lo que estoy diciendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese artículo fue incluido como una garantía. 


SEÑOR ORRICO.- Está bien; creo que hay un exceso de garantías en estos temas -aunque no son tales- y voy a tratar de 
expresarme sobre eso. 


Todas las reglas de las sociedades se basan en valores y algunos de ellos son considerados sacros por la ley y por la sociedad y 
entonces se les da tanta importancia que cuando alguien los viola se establece una pena; eso es el Derecho Penal. Mientras tanto, 
hay otros valores que la gente los maneja o no de acuerdo con la libertad de expresión, pensamiento y conciencia que todos 
tenemos. Entonces, hay opciones. No existe la opción de poder matar a uno o a otro -si se mata se comete un delito-, pero sí existe 
la opción de ser católico, ateo o musulmán. 


Entonces, en el caso de la autorización de alguien que no dio su consentimiento -no me voy a referir al tema muy engorroso de la 
autorización tácita que yo rechazo, pero que en realidad es un problema de cada uno- estoy diciendo que como el señor o la 
señora no dieron su autorización la va a dar un Juez. Pero el Juez la va a dar de acuerdo con su propio sistema de valores. El 
problema del consentimiento por otro es que quien está consintiendo debiera hacerlo en el nombre y con los valores del otro. 


Voy a relatar una anécdota. A un amigo mío se le murió la madre. Le fueron a preguntar si donaba sus órganos y él dijo: "Yo estoy 
de acuerdo con la donación de órganos, pero mi mamá no lo estaba y por eso no los voy a donar". Me parece que esa es una 
correcta interpretación en cuanto a cómo se da el consentimiento por otro. 


Ahora yo puedo a ir a un Juez del Opus Dei -que hay muchos- y me va a decir: "Esto no se toca" -no sé si esto es así en el Opus 
Dei-, porque me va a dar sus propios valores. Y yo lo que tengo que hacer es lograr el consentimiento de un tercero que trate de 
interpretar -naturalmente que aquí no hay ninguna regla que asegure esto, pero mucho menos la hay si yo apelo a un mecanismo 
burocrático de un Juez de turno que tiene sesenta denuncias, y que viene uno a decirle: "Llaman del Casmu N* 4 para ver si se 
pueden donar los órganos". Y él dirá: "Yo qué sé". 


SEÑOR LEGNAN!.- Pienso que el tema se podría centrar en lo que se está refiriendo el señor Diputado Orrico. 


SEÑOR ORRICO.- Entre hacer objeciones y votar todo como está, prefiero votar como está lo que hace cualquiera de las dos 
Cámaras. Tengo muy claro que cualquiera de estas leyes son mucho mejor que otras, aunque siempre serán criticadas porque es 
algo que siempre se hace. Nadie va a llegar al súmmum porque hay muchos valores que están en juego. Yo prefiero que esto se 
apruebe. Si nos ponemos de acuerdo, mejor; de lo contrario no tengo ningún inconveniente en votar todo como está. 


En su momento hablé con el doctor Gallo Imperiale sobre el tema del Juez. No estoy de acuerdo con que los Jueces den 
autorizaciones en lugar de otras personas en este tipo de cosas. Creo que primero hay que recabar la opinión de los familiares, 
pero no porque sean familiares sino porque son las personas que pueden tener más certeza de qué hubiera opinado ese señor. El 


familiar que actúe correctamente va a tratar de interpretarlo y el otro va a aplicar sus propios valores. Pero lo que no puede pasar 
es que quien dé el consentimiento sea una persona que inevitablemente va a aplicar sus propios valores. 


En cuanto a lo relativo a la demora a que se refiere la doctora Xavier, estoy completamente de acuerdo. ¿Qué pasa si el Juez está 
haciendo una reconstrucción, por ejemplo, en la calle y no lo podemos ubicar? ¿Cómo le preguntamos? Creo que aquí se dan una 
serie de dificultades prácticas que me parece inhabilitan la presencia de un Juez. 


Creo que la historia clínica tiene suficiente fuerza legal al punto que es una prueba absoluta en un procedimiento cualquiera. 
Entonces ¿por qué no incluirlo en la historia clínica? Me parece más razonable el hecho de que se consulte al forense porque 
normalmente se trata de un médico que está allí. Que se consulte, pero que se lo haga a efectos de que no se destruyan 
evidencias para la investigación en el caso, por ejemplo, de un homicidio. Pienso que con la historia clínica alcanza y sobra. 
Además, se trata de un documento que -hasta donde yo sé- lo impuso primero la costumbre y hoy tiene gran fundamento legal. 
Consiste en hacer constar por escrito que determinada persona dice que sí y, en todo caso, se le hace firmar. Es un trámite simple. 


SEÑORA XAVIER.- Eso sería para ese caso. 
SEÑOR ORRICO.- Yo simplemente estoy hablando del consentimiento. 


En general, los de mi profesión tenemos el concepto de que el consentimiento debe perfeccionarse. A partir de ahí deberemos 
aplicar las soluciones que esta ley tiene. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- El señor Diputado Orrico debe saber que cuando este tema fue abordado en la Comisión de Salud 
Pública y Asistencia Social invitamos a todos los sectores. Concurrieron la Asociación de Magistrados, la Cátedra de Medicina 
Forense, el Colegio de Abogados y lo relativo a la consulta fue uno de los temas que se abordó. Ninguno de ellos se opuso a este 
criterio. 


SEÑOR GIL SOLARES.- El tema de las donaciones es realmente amplio. Aquí hay que diferenciar bien lo que son las donaciones 
en vida de las cadavéricas. 


Con relación al tema del cadáver, y a propósito de alguna cita que hizo el señor Diputado Orrico, que no me pareció oportuna ni 
certera, señalo que no existe ninguna ley divina que prohiba este género de intervenciones. Este es un tema muy importante 
porque ya estamos hablando de Cristo en adelante y científicamente de 1950 en adelante. 


Existen los llamados derechos impropios, en los que se tiende a tutelar por los residuos humanos hasta su natural disolución. Lo 
relativo a los parientes constituye uno de los temas sentimentales y emocionales más relevantes. Ellos gozan de algunos privilegios 
en orden a la disponibilidad del cadáver. A falta de las voluntades explícitas del difunto -lo cual indudablemente debe ser tenido en 
cuenta, como en el caso que contó el señor Diputado Orrico- pueden expresarse decisiones en cuanto al destino del cadáver en 
virtud del vínculo familiar. En ese sentido, se dice que tales privilegios no deben llegar a ser un obstáculo para el logro de un fin 
mucho más amplio y preciso como es el bien de las personas vivas. 


Se daría un impulso notable a estas donaciones "post mortem" si la opinión pública fuera debidamente educada acerca del alto 
servicio social de tales gestos de donación a favor de los que todavía tienen deberes que cumplir entre los vivos. Después se 
podrían seguir haciendo otras consideraciones. Quería hacer esta pequeña precisión desde mi punto de vista cristiano en lo relativo 
a los cadáveres. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Este tema de la ley de transplantes de órganos y tejidos fue objeto de un análisis muy profundo por 
parte de la Comisión de Salud del Senado y nos llevó mucho tiempo lograr los consensos y los acuerdos necesarios para poder 
llevarlo al pleno de la Cámara y darle su aprobación. En esta fructífera discusión que se da en el seno de esta Comisión de la 
Asamblea General se están planteando dos temas que son la clave o la esencia de esta discrepancia que tenemos ambas ramas 
del Poder Legislativo. Por un lado, tenemos el tema del consentimiento, es decir, si es expreso o tácito y, por otro, el tema de los 
menores. 


Voy a comenzar por el tema de los menores ya que la intervención del señor Representante nacional Orrico me ha parecido 
oportuna y se adapta a lo que nosotros estamos aprobando -ya lo hizo la Cámara de Representantes y ahora se encuentra en la 
órbita del Senado- que es el Código de la Niñez y de la Adolescencia. Es decir, los menores de edad tienen derecho a expresarse. 
Lo dice la Convención sobre los Derechos del Niño, que es un instrumento internacional que ha sido aprobado por nuestro país y 
que es Derecho Positivo vigente en Uruguay; no podemos ignorar esto. Por supuesto que debe abarcar a los menores de edad en 
uso de razón; por ejemplo, un bebé de seis meses o un niño de dos años no podrá expresar su voluntad, pero desde el momento 
en que tenga uso de razón creo que será necesario recabar esa expresión de voluntad. Aquí entramos a una discusión mucho más 
importante que es desde cuándo hay vida y desde cuándo se es ser humano. No vamos a entrar a analizar otro proyecto de ley que 
está a consideración de la Cámara de Senadores y que es el que tiene que ver con el tema del aborto. 


Comparto la idea del señor Diputado Orrico en cuanto a que tendríamos que mejorar la redacción sobre la expresión de 
consentimiento de los menores; ese es un aspecto que me parece importante. 


Otro aspecto que resulta interesante es el del tema del Juez que planteó el señor Diputado Orrico. Es cierto; los Jueces tienen 
escalas de valores distintas y lo tenemos que reconocer. Cuando legislamos debemos tener en cuenta que hay Jueces que tienen 
opiniones diferentes, que tienen formación filosófica, moral y religiosa que puede no compadecerse. ¿Y qué sucede exactamente 
con un Juez que en el momento que tiene que resolver, según su concepción filosófica y religiosa, indica que no puede autorizar el 
trasplante de órganos? Quizás, deberíamos recurrir a un mecanismo más sencillo. Comparto con el señor legislador Orrico - 
siempre que los señores miembros de la Comisión lo consideren oportuno- que esto pueda ser sustituido o mejorado -manteniendo 
la redacción que viene de la Cámara de Representantes- para que en lugar de que el Juez competente dé la autorización, la 
otorguen los familiares directos. Creo que sería mejor utilizar este mecanismo y no recurrir a la decisión del Juez. 


La pregunta que nos podemos formular es la siguiente. ¿Qué sucede si no hay familiares? En lo personal, estimo que podríamos ir 
al consentimiento tácito, para evitar tener que recurrir al Juez Penal correspondiente. Quizás pueda ser la solución más pragmática. 


Hemos venido hasta acá con la mejor buena voluntad de salvar las diferencias y de aprobar el proyecto. 
SEÑOR BIANCHI.- En el caso de encontrarse más de un familiar y que no estén de acuerdo entre ellos ¿qué pasaría? 


SEÑOR CORREA FREITAS.- En esa hipótesis tendríamos que recurrir primero al familiar más directo. En caso de discrepancia, no 
sería posible consultar a toda la familia. Supongamos que hay cinco hijos y que tres están a favor y dos en contra; en esa hipótesis 
es claro que la solución es por la afirmativa. Si hay un hijo solo, no habría ningún inconveniente. 


De todos modos, si hay familiares directos que dan su consentimiento, por orden de prelación -por supuesto que un sobrino no va a 
dar el consentimiento en contra de la opinión del hijo-, la solución sería la más favorable para el trasplante de órganos. 


SEÑOR AMEN VAGHETTI.- ¿Qué sucedería si el padre o la madre están en desacuerdo? 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Es un problema de difícil solución. Si el padre y la madre están en contra o con posiciones 
diferentes... 


SEÑOR ORRICO..- Allí habría que tomar una decisión política. Habría que ver cuál es el voto ponderado, porque si no están de 
acuerdo ¿qué es lo que se dice? En caso de que los padres estén en desacuerdo ¿prima el trasplante o el no trasplante? Esa es 
una decisión política que deberá establecerse en la ley. 


El artículo 9” establece la prelación con carácter de parentesco prioritario; habla del cónyuge y de los hijos legítimos o naturales. 
Entonces, con los hijos puede suceder lo mismo; si están dos a dos ¿quién decide? Para ello, se puede establecer un principio 
general que diga que en caso de dudas se tendrá por dado el consentimiento para la donación, o el principio contrario. Hay que 
tomar una decisión política. 


El artículo 9” establece un régimen prioritario de consentimientos. Con el principio anteriormente propuesto, se informaría a toda la 
legislación y no solo a esta ley en particular sino a las que se refiere. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- La filosofía de este proyecto de ley debería ser favorable al trasplante de órganos. Ante las dudas y 
las dificultades que se puedan plantear, el principio general es a favor del trasplante. 


En la hipótesis planteada por el señor legislador Amen Vaghetti en cuanto a que el padre y la madre pueden estar en contra, debo 
decir que si uno de ellos está a favor del trasplante, el principio general debe ser en favor del trasplante. Creo que esa es la 
solución pragmática. Lo mismo sucedería con el caso de la oposición entre los hijos. 


SEÑORA XAVIER.- ¿Entonces lo que se está planteando es modificar el artículo 9? Este artículo plantea el orden de parentesco; 
en su último inciso dice: "Tratándose de parientes de la misma categoría, es bastante el consentimiento de uno solo de ellos; sin 
embargo, la oposición formulada por un pariente de análoga calidad jurídica, elimina la posibilidad de disponer del cadáver a los 
fines científicos o terapéuticos". Reitero: ¿se está proponiendo la modificación del artículo 9? 


SEÑOR ORRICO.- Nosotros no estamos proponiendo nada; solo decimos que habría que tomar una decisión política. Si nosotros 
establecemos que los familiares son quienes van a decidir, hay una decisión política tomada que, claramente, elimina la posibilidad 
de disponer del cadáver para los fines científicos o terapéuticos. 


En este caso, si el cónyuge lo decide, aunque los hijos se opongan, se aprueba o no el trasplante. Pero si son de la misma 
categoría, la solución establecida en el proyecto sería no a la donación de órganos. Políticamente, se puede establecer que el 
principio es otro. Simplemente planteamos las posibilidades, no nos expedimos sobre el fondo del asunto. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- El planteo de la señora legisladora Xavier es importante porque nos obliga a examinar el artículo 9* y, 
quizás, hasta cambiar su filosofía. Creo que el ánimo que ha tenido primero la Cámara de Representantes y luego la Cámara de 
Senadores fue el de impulsar un proyecto de ley que promoviera el trasplante de órganos y tejidos. Si debemos cambiar alguna 
disposición, lo haremos. De todos modos, desde el punto de vista legislativo, debemos buscar las posiciones que favorezcan el 
trasplante de órganos y tejidos y no aquellas que traben o que impidan este gesto solidario para con los seres que quedan en la 
tierra. Me parece que si tenemos que cambiarlo, lo cambiaremos, pero esta es una alternativa que podemos transitar. De todas 
maneras, si la Comisión entiende que no son convenientes ni oportunos estos planteos formulados por el señor Diputado Orrico y 
por quien habla, creo que en último caso seguiríamos con la posición que en su momento fijó la Cámara de Representantes en el 
sentido de que sea el Juez el que determine. Pero deben tener muy en claro los señores Legisladores de que dependerá de la 
escala de valores del Juez el conceder o no el trasplante. 


SEÑOR AMEN VAGHETTI.- Es evidente que, cuando uno trata proyectos de ley que tienen tanta relación con la vida y las 
convicciones religiosas o filosóficas, todo articulado que aquí se haga será opinable o discutible. 


Creo que esta discusión es buena y enriquecedora. De todos modos, por deformación profesional -en oposición a los abogados-, 
nosotros tratamos de ser prácticos. Yo lo que veo es que tenemos una ley del año 1971 que fue maravillosa en su tiempo pero que 
hoy está atrasada desde el punto de vista científico. Desde el año 1989 se está intentando hacerle modificaciones y llevamos tres 
años y medio de Legislatura y todavía no hemos podido aprobar el proyecto. Si fuera por convencimiento personal, yo hubiera 
puesto que la donación era tácita y muchísimas cosas más. Hay artículos con los cuales estoy totalmente de acuerdo y otros que 
me ofrecen dudas o que estoy de acuerdo a medias. Pero mi posición personal es que prefiero este proyecto que seguir "in 
eternum" sin modificar nada. Por lo tanto, adelanto que voy a votar como lo hice las dos veces anteriores, con ese fin. No estoy 
diciendo que sea el mejor ni el ideal, porque no lo es, pero es una mejora a lo anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo había expresado a los señores Diputados que el ánimo que me inspiraba en esta convocatoria era el 
de tratar de resolver, en la forma más unánime posible, el proyecto que estamos analizando. 


En este primer artículo, a mí se me hace bastante difícil conciliar con la propuesta que hace la Cámara de Representantes, porque 
en realidad lo que está buscando este artículo 1” -así ha sido reconocido por compañeros preopinantes- es tener más donantes. 
¿Por qué tenemos esta necesidad de contar con más donantes? Porque hay una incapacidad real de una estructura administrativa 


y burocrática que no ha podido llegar al ciento por ciento de la población o por lo menos a un porcentaje trascendente de la 
población. Y como no ha podido llegar la burocracia a ese universo, nosotros por vía de la ley estamos haciendo una coartada y 
resolviendo un tema de hecho, en forma fáctica. 


Creo que en estos temas de la donación de órganos cada uno tiene sus creencias pero, a diferencia de lo que opinaba el señor 
Diputado Amen Vaghetti, yo estoy en contra de la donación fáctica, de la donación de hecho. Cuando se manejan valores 
vinculados a la vida, a los afectos, a la familia, a las creencias, a todo un entorno filosófico, hay que ser muy prudente, porque el 
hecho de ir a lo tácito, a lo fáctico, puede conspirar inclusive contra la aceptación que pueda tener la gente de este proyecto. 


Aquí se cambia la filosofía, se queda a medio camino, como expresara el señor Diputado Gallo Imperiale. Estamos planteando la 
donación tácita para un momento muy crítico de la vida, ya que se va a aplicar en circunstancias dramáticas, agudas y sin que 
nadie esté preparado, mucho menos la familia. Estamos hablando de los accidentes, los homicidios, los suicidios, es decir, 
circunstancias para las cuales nadie está preparado. No se trata de la evolución de una enfermedad de un paciente que se va 
muriendo de a poco en el CTI. No; es la muerte que cae como una explosión en la circunstancia familiar. 


Entonces, yo planteo la siguiente hipótesis a los compañeros integrantes de esta Comisión. Hay un accidentado que ingresa en un 
CTI y fallece rápidamente sin que su familia se hubiese enterado. En ese entorno se tiene que trasmitir a esa familia que el 
accidentado -según aquí se contempla, hasta puede ser un niño- va a ser donante. No es que se consulte a la familia: se le dice 
que será donante, lo cual agrega una cuota de dramaticidad a toda la situación. Desde mi punto de vista, entonces, el alcance es 
ilimitado y va a generar en los centros de tratamiento intensivo fortísimas colisiones -no tengamos la menor duda- entre los médicos 
actuantes y la familia del accidentado. 


Esto va a ir en desprestigio de toda la estructura de terapia intensiva, porque será el médico de guardia quien deberá trasmitir la 
necesidad de mantener las medidas vitales, respiratorias y hemodinámicas, porque ese paciente será donante. Así lo dice el 
proyecto de ley. Ustedes hablan del juez, pero el proyecto de cambio habilita a que no se le consulte. Lo quiero leer, porque lo 
tengo subrayado en el artículo 1”: "Solo se podrá emplear con los fines científicos o terapéuticos que consigna la ley, el cadáver de 
una persona que, ingresada en un establecimiento asistencial público o privado, falleciese sin haber podido manifestar su voluntad 
luego de transcurridas tres horas de producirse el deceso y siempre que en dicho lapso no se hubieran opuesto algunos de los 
familiares indicados en el artículo 9”". 


Quiere decir que si yo tengo un accidente en Paysandú, me ingresan al CTI de esa ciudad, estoy sin documentos, no localizan a mi 
familia, entonces, transcurridas tres horas, soy donante. Esto es terrible para la persona que se accidentó -porque no se respetó 
nunca su voluntad- y para las familias. Y aquí no actúa el Juez; es una donación tácita. En consecuencia, el médico de guardia se 
debe apersonar a la familia del accidentado -si es que se la pudo ubicar- y tendrá que decir que le sacaron los órganos. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Yo tengo que decir que lo que está leyendo el Senador Cid es el original de la ley, que tiene 35 años 
de vigencia y no ha ocasionado -que yo sepa- ningún inconveniente. Así está en la ley del año 1971. 


Con estos parámetros, entonces, nos hemos manejado hasta ahora. Deberíamos cambiarlos si hubiera habido inconvenientes 
realmente graves, pero hasta ahora -también nosotros estamos en el tema de la medicina intensiva- no los he tenido, salvo una 
experiencia de un paciente internado en el CTI que falleció y los familiares no aparecían. Pasaron tres horas -eso ocurrió en el CTI 
de Durazno- y el juez dispuso la extracción de órganos. Después aparecieron los familiares y en ese caso no hubo inconvenientes. 
Eso se estableció hace treinta años; habría que modificarlo si hubiera producido problemas pero, que yo sepa, no ha habido 
inconvenientes en el sentido de la preocupación que plantea el señor Presidente. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quiero recordar el caso del Padre Pérez Aguirre, ya que fue similar a la situación que se planteaba; 
inclusive, fue manejado en la Comisión de Salud Pública del Senado. 


El Padre Pérez Aguirre falleció en un accidente de tránsito; no sabían quién era y su cadáver estuvo depositado varias horas -de la 
tarde de un día hasta el otro mediodía-, hasta que sus compañeros sacerdotes lo ubicaron. Este fue uno de los problemas que nos 
planteamos en la Comisión de Salud Pública, en el mismo sentido del razonamiento que hacía el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reconozco -respondiendo a lo planteado por el señor Diputado Gallo Imperiale-, que esto figura en la ley 
original pero, de hecho, esta circunstancia fáctica casi no se utiliza en la práctica clínica. La gente del Banco Nacional de Órganos y 
Tejidos siempre ha consultado a la familia; se ha utilizado un criterio de mucha prudencia, que creo es esencial para la validación 
de lo que debe ser la ley frente a la sociedad. 


Quiero rescatar que este artículo también se aplica a los menores e incapaces, lo cual da connotaciones muy dramáticas a esta 
situación; a través de la ley, se dispone que los niños también pueden ser objeto de la extracción fáctica o tácita de órganos para 
donación. Entiendo que el fin de todo esto es absolutamente altruista pero estamos cambiando la filosofía de la ley, porque de aquí 
a que se modifiquen artículos que se transformen -al estilo de otras leyes- en la donación fáctica, hay poco camino para recorrer 


En este mismo orden de pensamiento, digo que no estaría de acuerdo con modificar el artículo 9* de la Ley vigente, porque en ese 
rechazo, cuando hay desavenencias en el mismo rango de orden familiar, el artículo prevé que no se lleve adelante el trasplante. 
Creo que la filosofía de la ley está enmarcada en la consulta a los familiares; se ha sido muy prudente en tratar de respetar en todo 
momento las unanimidades que puedan surgir de la sociedad y, en este caso, de la familia. Por lo tanto, no estaría de acuerdo. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Creo que la redacción del artículo en ningún momento da la posibilidad de la donación tácita porque 
establece expresamente: "A los menores de edad o incapaces se les podrá extraer órganos o tejidos, o disponer de ellos cuando 
corresponda la realización de autopsia, mediante el consentimiento de sus representantes legales [...]". 


SEÑOR PRESIDENTE..- Es correcta la salvedad que apunta el señor Diputado Gallo Imperiale. Creo que he trasmitido con claridad 
mi posición y por qué no puedo hacer acuerdo con la Cámara de Representantes; en definitiva, si nos mantenemos en esta 
posición el plenario será el que resolverá. La objeción que estoy planteando no significa que no esté tratando de buscar los puntos 
de encuentro para que podamos llevar posiciones bastante únicas al plenario. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- En todas las discusiones, sobre todo cuando existe este tipo de problemas, me parece muy 
conveniente la incorporación de los abogados, que siempre enriquece, lo que no significa que siempre aclare. Digo esto porque me 
queda una duda con respecto a la decisión de un Juez, ya que podría aplicar una decisión en función de un pensamiento ideológico 
o filosófico. ¿Ustedes creen que el Juez toma cada una de sus decisiones en función de su ideología? Me parece que se está 
cuestionando la decisión de un Juez en función de que lo pueda hacer con ese tipo de connotaciones. Considero que este no 
debería ser un argumento para invalidar lo que establecemos en el articulado. Sigo pensando que el Juez, en un contexto que no 
es exactamente el que acá se está planteando, va a tomar una decisión. Estamos hablando de una situación específica, de 
paciente con muerte violenta que está en un CTI; no está muerto en la calle. Debemos tener en cuenta que el paciente está 
internado, con muerte encefálica y llegó a esa circunstancia por muerte violenta; esto significa que siempre va a haber una pericia 
forense. Es en esa circunstancia donde, puesto en marcha el mecanismo por el cual el Banco Nacional de Órganos y Tejidos 
siempre va a hablar con los familiares, a través de esa consulta el Juez va a estar informado sobre la posición de los familiares, si 
las argumentaciones que manejan estos son válidas o son demasiado pasionales. El Juez va a tener en cuenta ese elemento y no 
va a decidir tácitamente; va a considerar la opinión de los familiares respecto al familiar fallecido y también el otro bien jurídico que 
nos parece sustancial, que es la vida de quien está precisando un órgano. Este elemento es el que me lleva a decidir en esta 
situación. Aun cuando creo que son argumentos muy válidos los que manejan tanto el señor Presidente como el señor Diputado 
Orrico, creo que lo que importa es el objetivo final. Si el objetivo final es que haya más donantes, creo que el proyecto lo cumple. Al 
tener que tomar esa difícil decisión, me inclino por defender el bien jurídico de la persona con vida que precisa un órgano para 
seguir viviendo y no el del fallecido que depende de la decisión de un familiar; digo esto con todo respeto. 


SEÑOR GIL SOLARES..- Por mi experiencia, puedo decir que cuando los Jueces tienen alguna problemática de esta naturaleza 
siempre consultan a uno, dos o tres médicos -o al médico más antiguo- y se ponen de acuerdo. Nunca he visto actuar por sí solo a 
un Juez frente a estos problemas; siempre han mantenido un diálogo con los médicos, los cirujanos o los directores de los CTI. 
Cabe aclarar que estamos hablando de casos que, felizmente, no se producen todos los días. 


SEÑOR ORRICO..- En el siglo XVII los franceses decían que la sentencia era, simplemente, el resultado de un silogismo: la premisa 
mayor era la ley, la premisa menor era el caso concreto, y lo único que tenía que hacer el Juez era bajar la ley y aplicarla al caso 
concreto. La vida demostró que eso no es así. 


En el año 1968 en el Uruguay se estrenó una película que se llamó "El fuego", que narraba la pasión incestuosa entre dos 
hermanos y de la cual nacía un hijo. Esa película, que se dio en el viejo cine Rex, motivó que un Fiscal pidiera el procesamiento de 
los representantes de la distribuidora y de los exhibidores por exhibición pornográfica. De manera que ese señor Fiscal estaba 
imbuido de valores. Los Jueces y las Juezas no son personas distintas a cualquier ser humano; tienen su propia escala de valores. 


Normalmente un Juez falla basado en un esquema legal. Habrá un Juez que estará totalmente en contra del divorcio porque será 
muy católico, pero la ley le dice que cumplidas determinadas circunstancias él tiene que divorciar, y lo hace y chau. Como todos 
sabemos eso determina que cuando presentamos un trámite de divorcio frente a algunos Jueces nos cueste más que ante otros 
porque, precisamente, tienen una concepción antidivorcista, mientras que otros que son claramente divorcistas son mucho más 
flexibles en el momento de valorar la prueba. 


El problema que tenemos en estas circunstancias es que una cosa es que esto suceda en Carmelo o en San Bautista, donde los 
Jueces están más o menos a mano, y otra que ocurra aquí, donde el individuo puede estar en Cerro Norte o en Sayago haciendo 
una reconstrucción y alguien le viene a decir que tiene un paciente que puede ser donante. Además, cuando el Juez tome la 
decisión no tendrá ningún referente legal; no tendrá posibilidades de consultar nada -porque por algo lo están consultando a él; si 
no estarían los parientes- y entonces él va a tener que decidir por sí y ante sí, aplicando su propia escala. 


Quiero dejar claro que respeto muchísimo a los Jueces de este país; ya tengo tanta edad que tengo dos amigos en la Suprema 
Corte de Justicia, no solo Jueces que conozco. Realmente los respeto mucho y creo que la Justicia uruguaya en general es 
inmaculada, pero los estamos poniendo a decidir cosas sobre las cuales no hay una regla previa. Esa es mi objeción. 


Perdóneseme, y voy a hablar también en nombre del señor Senador Correa Freitas, pero nosotros no queremos entorpecer nada. 
Yo pretendo que este proyecto salga, pero pensé que mi obligación política e intelectual era manifestar que esto me provoca dudas, 
porque después cuesta mucho modificarlo. Entiendo que hay un cierto consenso en cuanto a que este proyecto debe salir y no voy 
a plantear objeciones, pero he dicho lo que pensaba. 


SEÑOR BIANCHI.- Creo que ya hemos discutido bastante y considero que deberíamos votar luego de que todos hagan uso de la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a permitir que se agote la lista de oradores y luego definiremos el criterio. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- No considero que los abogados entreveremos las cosas. Lo que estamos planteando acá es lo 
siguiente: ¿por qué en vez de decidir el Juez no deciden los familiares? Porque el señor Diputado Gallo Imperiale nos dice que va a 
decidir el Juez en función de la información que le dé el Banco Nacional de Órganos y Tejidos que ya consultó con los familiares. 
Pero si los familiares deciden ¿para qué le vamos a pedir autorización al Juez? Me parece que allí hay un error. Si el Banco 
Nacional de Órganos y Tejidos consulta con los familiares y estos dan la autorización, ya está; no tiene por qué intervenir el Juez. 
Ese es mi criterio; creo que aquí no es necesaria la intervención del Juez. 


Sí advertimos -creo que es correcta la intervención que ha hecho el señor Diputado Orrico- que hay que tener en cuenta que el 
Juez resolverá estos temas de acuerdo con su escala de valores. ¿Por qué? Porque la ley no le indica cuál es la circunstancia en la 
cual deba conceder; lo concederá o no según su libre albedrío. Esto es lo que surge de la ley; esta no indica que ante una 
determinada situación él deba autorizar el trasplante. No; la decisión queda a su absoluto libre albedrío. 


Además, como bien decía el señor Diputado Orrico, en Montevideo los Jueces penales tienen mucha actividad. Cuando están de 
turno deben atender cuarenta rapiñas, treinta hurtos, cuatro homicidios, y en esa locura es que lo llamarán por teléfono y le 
preguntarán qué hacer y dirá lo que se le ocurra en ese momento. Entonces, creo que no estamos legislando bien. 


Este mismo problema se planteó con el tema de la violencia doméstica que por suerte la legislación ha encaminado de alguna 
manera, pero que ha motivado un gran rechazo por parte de Jueces y Fiscales ya que se encuentran en una situación similar. 
Resulta que al Juez, que está atendiendo diversos problemas, un sábado o un domingo le aparece un caso en el que el marido le 
pegó a la esposa cuando llegó después del clásico en el que su cuadro perdió. Este es el tema: los Jueces se ven desbordados 
porque están atendiendo muchos problemas y frente a una circunstancia de esta naturaleza van a tener que resolver siempre 
según su libre albedrío y no de acuerdo a derecho. Esto es lo que quiero señalar, y no es entreverar; simplemente quiero que se 
razone. El Juez simplemente va a decidir "sí" o "no"; es lo mismo que tirar una bolilla. ¿Pero en función de qué decidirá? En función 
de su escala de valores; la ley no le está indicando que ante determinada circunstancia debe hacer esto y ante tal otra esto otro; 
no. Simplemente el Juez decidirá. Sería distinto decir que el Juez tendrá que decidir tomando en cuenta la opinión de los familiares, 
pero si los familiares ya opinaron ¿para qué le vamos a pedir opinión al Juez? Creo que ese es un error y deseo señalarlo. 


En lo que me es personal tengo la mejor buena voluntad para encontrar una solución pero creo que por lo menos debíamos señalar 
esto con absoluta honestidad. Y quiero que la Comisión entienda, honestamente, que este es el problema: el Juez va a tener que 
decidir absolutamente libre. No se trata de un problema de que el Juez sepa o no, de que sea bueno o malo; no. Simplemente 
deberá decidir de acuerdo con su libre albedrío. Entonces, a lo mejor justo el Juez está enojado porque ese día su cuadro perdió y 
dice sí o no en función de su estado de ánimo. Creo que eso hay que valorarlo porque no le estamos dando a los Jueces 
herramientas objetivas para que puedan decidir este tema. 


Considero que si la filosofía del proyecto es en favor del trasplante -que creo que es lo que refleja el sentir de la mayoría de los 
miembros de esta Comisión- deberíamos indicarlo y dar pautas objetivas a los Jueces, no dejando la decisión a su absoluto libre 
albedrío. 


Es cuanto quería expresar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugeriría no votar este artículo en el día de hoy y postergarlo para la próxima sesión a efectos de decantar 
una serie de argumentos; tal vez puedan surgir pensamientos o aportes que permitan ir buscando fórmulas de entendimiento. Creo 
que han sido importantes las últimas intervenciones del señor Diputado Orrico y del señor Senador Correa Freitas y me parece que 
pueden brindar alguna luz, en el tema adicional, a lo expresado por los demás compañeros. 


Con respecto al otro artículo, en el que también hay diferencias, creo que podemos llegar a un rápido diligenciamiento. Mi idea es 
no hacer cuestión para introducir un obstáculo en el artículo 9”; simplemente voy a proponer una modificación del texto en la que 
figure, en primer lugar, la muerte encefálica como criterio válido al día de hoy. Para llegar a este nuevo diagnóstico de muerte 
tuvimos que asumir una convención -antes la persona se moría cuando no tenía latidos cardíacos, pulso en las grandes arterias ni 
respiraba-, la cual puede ser modificada por otra. Por esa razón, habíamos introducido un término mucho más abarcativo que no 
dejaba afuera la muerte encefálica sino que estaba exponiendo que pudiese haber otra convención en función del avance científico 
que nos permitiese anticipar la muerte o validarla antes de que se trate de muerte encefálica. Me refiero a un indicador 
hematológico que nos pueda señalar que ese paciente va a morir y que sea avalado por la ciencia. Quería expresar por qué 
habíamos puesto "la mejor evidencia científica". Hoy es la muerte encefálica y ello es indudable; mañana no sé que será 


En consecuencia, propongo que nos quedemos con la definición de muerte encefálica como lo más valedero en el diagnóstico 
actual de muerte y agregar "o la mejor evidencia científica", previniendo la posibilidad de que en el futuro pueda surgir otro 
indicador. 


SEÑOR MICHELINI.- Todos pretendemos que se salven vidas y creo que ese es el bien a tutelar. Es notorio que queremos respetar 
la voluntad de las personas porque no son objetos ni robots y tienen voluntad, creencias, filosofías e ideologías y hay que 
respetarlas; este es un difícil equilibrio que la ley quiere alcanzar. Independientemente del acuerdo a que se llegue -inclusive con 
toda la sabiduría que uno pueda aportar- creo que después la realidad va a ser más fuerte que la ley si al final el objetivo no se 
alcanza. Tanto en un texto como en otro, así como conservar el texto de la ley vigente, si el objetivo de salvar vidas no alcanza, 
dentro de seis meses o un año tendremos que estar volviendo a modificar. Más que aferrarse a una posición lo que hay que 
encontrar es un consenso en el cual si dentro de un año los organismos -de los cuales habla la ley- evalúan que no se logra tener 
los órganos suficientes para salvar las vidas, nos encontramos ante un problema, inclusive, aunque se aprobara el proyecto de la 
Cámara de Representantes. 


Podrá haber aspectos de burocracia, de ley, de funcionamiento o de eficacia pero, más allá del texto que se acuerde, el aspecto de 
salvar vidas es mucho más importante, así como el seguimiento que hagamos, por parte de la Asamblea General o de cada una de 
las Cámaras, para ver si los aspectos burocráticos o los de ley evitan que los órganos lleguen a salvar las vidas que todos 
queremos defender. 


Supongamos que el texto queda redactado de una forma más amplia, que después los Jueces actúan de una manera equis y que 
dentro de un año no tenemos la cantidad de órganos para salvar las vidas, estaríamos ante el mismo problema que si optamos por 
un texto supuestamente más restrictivo que no le tira este fardo a los Jueces; y eso si dentro de un año no tenemos el mismo 
problema. Para mí lo más importante no es el texto al cual se llegue sino la evolución que esto va a tener. Si dentro de un año no 
tenemos la cantidad de órganos correspondientes, tómese el texto que se tome o uno consensuado, habrá que cambiarlo y ese es 
el compromiso que debemos asumir. Esta ley no puede ser final; tiene que ser una ley que tenemos que evaluar. Se debe lograr al 
objetivo que se quiere, es decir ese bien que queremos tutelar que son las vidas que queremos salvar y dentro de un año podemos 
encontrarnos, inclusive, con el texto que el más exigente quiera tener; igual puede no lograrse, burocracia mediante, texto legal 
restrictivo mediante, actitud de los jueces mediante, sea por propia voluntad o porque no se los encuentra. Tenemos un problema 
que es el propio funcionamiento de la ley en su contexto y, en general, dentro de un año. 


Por consiguiente, me voy a sumar al texto mayoritario en la medida en que haya una actitud de evaluar dentro de un año el texto. 
No creo que por sí misma la ley resuelva todo y que al poner un texto equis tengamos todos los temas resueltos. Exhorto a que 
encontremos un texto y sobre todo a encontrar la voluntad de evaluar esto dentro de un año para ver si fue eficaz el texto al cual se 
arribó. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Esto es una modificación a la ley. Interpretando los resultados durante tantos años se cree -esa es 
la responsabilidad que tiene el Poder Legislativo- que debemos avanzar en una modificación.. Eso no significa que dentro de seis 


meses, evaluando esto, tal vez haya que hacer otra modificación para avanzar y mejorar. Es en esa línea que se está trabajando; 
esto no es una ley primitiva, sino una modificación a una ley en función del análisis que venimos haciendo de que hay que avanzar 
y que la ley no da los resultados que necesitamos. 


SEÑOR MICHELINI.- Si no se llega a la cantidad de órganos que se necesitan es porque nos equivocamos. Tomemos el texto de la 
Cámara de Diputados y después, si los Jueces, frente a determinadas situaciones, actúan con reticencia no llegamos al objetivo 
deseado. Saquemos la ley y busquemos un texto y fijémonos el objetivo de evaluarla dentro de seis meses o un año porque quizás 
haya que hacer otras modificaciones si no se llega a la cantidad de órganos correspondientes. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Ese marco legal es el que vamos a modificar todas las veces que sea necesario. Estoy en la misma 
línea que el señor Senador Michelini pero creo que, sea cual sea la decisión final, esto no significa que dentro de seis meses o un 
año evaluemos que esto no es la solución y la cambiemos, pero siempre dentro del marco legal. 


SEÑOR GIL SOLARES..- En la línea de lo que acaba de expresar el señor Senador Michelini creo que es muy importante realizar 
evaluaciones pero ella dependerá del esfuerzo educativo que se haga en el país en cuanto al trasplante de órganos. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Creo que hay consenso con respecto a que habría que agregar en el artículo: "cuando se 
establezca el diagnóstico de muerte encefálica o las mejores evidencias científicas". Por consiguiente, como hay unanimidad -por lo 
menos de parte de nosotros- pienso que podríamos votarlo y de esa manera seguir avanzando en el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 4” que sustituye al artículo 7”. A continuación de "la muerte encefálica" se 
agregaría "o la mejor evidencia científica". 


Se va a votar. 
(Se vota) 


Doce en doce: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 41) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


